[image: ]					   			  Dip. Brenda Colette 1

								         Miranda Vargas
							Diputada distrito XXV Ciudad Nezahualcóyotl
								               Grupo parlamentario morena


Toluca de Lerdo, México, a de 06 de julio de 2026.


DIP. MARTHA AZUCENA CAMACHO REYNOSO 
PRESIDENTA DE LA DIRECTIVA DE LA H. LXII LEGISLATURA 
DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MÉXICO 
PRESENTE
Quien suscribe Diputada Brenda Colette Miranda Vargas, integrante del Grupo Parlamentario de Morena, de conformidad con lo establecido en los artículos 51 fracción II, 57 y 61 fracción I de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; 28 fracción I y 38 fracción II de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de México, y 68 del Reglamento del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de México, me permito someter a la consideración de esta H. Legislatura, la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de México, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de México y del Reglamento del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de México, con el fin de armonizar la denominación de la Comisión Legislativa de Asuntos Indígenas del Poder Legislativo y de la Sala de Asuntos Indígenas del Poder Judicial con el reconocimiento de la justicia constitucional de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas; en mérito de la siguiente: 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El Estado de México se distingue por su amplia riqueza cultural, histórica y social, sustentada en la diversidad de los pueblos y comunidades que han contribuido, desde tiempos ancestrales, a la construcción de nuestra identidad colectiva. Esta pluralidad constituye uno de los pilares fundamentales del Estado mexicano y obliga a todas las instituciones públicas a garantizar el reconocimiento, la protección y el ejercicio efectivo de los derechos de quienes forman parte de esta diversidad cultural.


En las últimas décadas, el constitucionalismo mexicano ha evolucionado hacia un modelo de derechos humanos que reconoce la composición pluricultural de la Nación, no sólo a partir de sus pueblos y comunidades indígenas, sino también incorporando expresamente a los pueblos y comunidades afromexicanas como sujetos colectivos de derechos. Este reconocimiento representa uno de los avances más importantes en materia de igualdad sustantiva, no discriminación y justicia histórica, al visibilizar a una población que durante siglos permaneció excluida del reconocimiento institucional y de la toma de decisiones públicas.

En ese contexto, todas las autoridades tienen el deber constitucional de armonizar su marco jurídico, su organización institucional y sus políticas públicas con este nuevo paradigma de reconocimiento pleno de los derechos colectivos. No basta con reconocer constitucionalmente la existencia de los pueblos y comunidades afromexicanas; resulta indispensable que dicho reconocimiento se refleje también en la estructura y funcionamiento de las instituciones públicas encargadas de legislar, impartir justicia y garantizar el acceso efectivo a los derechos humanos.

Sin embargo, en el Estado de México aún subsisten disposiciones normativas cuya denominación responde a un contexto jurídico anterior a las reformas constitucionales en materia de derechos de los pueblos indígenas y afromexicanos. Tal es el caso de la Comisión Legislativa de Asuntos Indígenas del Congreso del Estado de México, así como de la Sala de Asuntos Indígenas del Poder Judicial del Estado de México, denominaciones que hoy resultan insuficientes para representar la realidad constitucional vigente y la diversidad cultural que caracteriza tanto a nuestra entidad como al país.

La permanencia de estas denominaciones evidencia un rezago en la armonización del marco jurídico estatal, pues invisibiliza institucionalmente a los pueblos y comunidades afromexicanas, quienes hoy cuentan con reconocimiento constitucional como sujetos de derecho público y titulares de derechos colectivos. En consecuencia, resulta indispensable adecuar la legislación estatal para que las instituciones encargadas de legislar y de impartir justicia reflejen plenamente el reconocimiento que la Constitución otorga a estos pueblos y comunidades.

La presente iniciativa encuentra sustento en los artículos 1°, 2°, 4° y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. El artículo 1° establece el principio de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad de los derechos humanos, así como la obligación de todas las autoridades de promover, respetar, proteger y garantizar dichos derechos bajo el principio pro persona. El artículo 2° reconoce la composición pluricultural de la Nación sustentada en sus pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, garantizando su libre determinación, autonomía y el respeto de sus sistemas normativos e instituciones. Por su parte, el artículo 4° fortalece el principio de igualdad sustantiva, mientras que el artículo 133 incorpora al orden jurídico nacional los tratados internacionales en materia de derechos humanos.

En el ámbito internacional, esta propuesta es congruente con el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales; la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas; la Declaración y Programa de Acción de Durban; así como con el Decenio Internacional para los Afrodescendientes proclamado por la Organización de las Naciones Unidas, instrumentos que obligan a los Estados a adoptar medidas institucionales que eliminen toda forma de discriminación y garanticen la participación efectiva de estos pueblos en la vida pública.

Asimismo, la iniciativa se encuentra plenamente armonizada con el Plan Nacional de Desarrollo 2025-2030, que incorpora como uno de sus ejes transversales los Derechos de las comunidades indígenas y afromexicanas, estableciendo como objetivos fortalecer su representación política, garantizar su acceso a la justicia, proteger sus derechos colectivos y combatir toda forma de discriminación, reconociendo expresamente la obligación del Estado de adecuar sus instituciones para asegurar el ejercicio pleno de dichos derechos.

De igual manera, la propuesta es consistente con los principios del Humanismo Mexicano, que orientan la construcción de instituciones públicas cercanas al pueblo, incluyentes y respetuosas de la diversidad cultural, así como con la Declaración de Principios de Morena, que reconoce la pluralidad cultural del país, promueve la igualdad, combate cualquier forma de discriminación y sostiene que el servicio público debe ejercerse con absoluto respeto a los derechos humanos.

En el ámbito estatal, la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México dispone que las autoridades judiciales deben impartir justicia con estricto respeto a los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución Federal, en la propia Constitución local y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano es parte, privilegiando los principios de igualdad, interculturalidad, acceso efectivo a la justicia y protección de los derechos humanos.

En consecuencia, resulta jurídicamente procedente adecuar tanto la organización del Poder Legislativo como la del Poder Judicial del Estado de México para que sus órganos especializados reflejen el nuevo paradigma constitucional. Por ello, la presente iniciativa propone modificar la denominación de la Comisión Legislativa de Asuntos Indígenas para incorporar expresamente a los pueblos y comunidades afromexicanas, así como sustituir la actual Sala de Asuntos Indígenas por la Sala de Justicia para Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas, fortaleciendo con ello la perspectiva intercultural y ampliando la certeza jurídica respecto de las personas destinatarias de su función legislativa y jurisdiccional. Las adecuaciones propuestas en la Ley Orgánica del Poder Judicial también armonizan las atribuciones de dicha Sala para conocer de asuntos relacionados con integrantes de pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas.

Es importante destacar que esta reforma no implica la creación de nuevos órganos ni genera impacto presupuestal; se trata de una armonización normativa e institucional que fortalece el reconocimiento jurídico de sectores históricamente invisibilizados. Lejos de representar un cambio meramente nominal, la modificación constituye un acto de justicia histórica y de reconocimiento político que reafirma la obligación del Estado de garantizar que todas las personas y comunidades encuentren representación efectiva dentro de las instituciones públicas. 

Asimismo, en el ámbito del Estado de México resulta pertinente incorporar la denominación afromexiquenses en aquellos instrumentos de carácter local que así lo permitan, con el propósito de fortalecer la identidad territorial de estas comunidades y facilitar el diseño de políticas públicas focalizadas, sin apartarse del reconocimiento constitucional de los pueblos y comunidades afromexicanas como parte de la composición pluricultural de la Nación.

Los efectos de la presente reforma son claros y trascendentes. Permitirá armonizar la legislación estatal con el marco constitucional vigente; fortalecerá el reconocimiento institucional de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas; consolidará una perspectiva intercultural tanto en el trabajo legislativo como en la impartición de justicia; favorecerá la generación de políticas públicas más inclusivas; ampliará el acceso efectivo a la justicia con enfoque de derechos humanos; y reafirmará el compromiso del Estado de México con la igualdad sustantiva, la no discriminación y el respeto irrestricto a la diversidad cultural.

En virtud de lo anterior, la presente iniciativa se presenta en el marco de las voces de los pueblos y las comunidades afromexiquenses dentro del marco institucional que visibilice, incluya y represente, una armonización de la legislación estatal con el orden constitucional y convencional vigente, en el cual fortalece el reconocimiento pleno de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, y reafirma el compromiso del Estado de México con una democracia intercultural, una justicia cercana a los pueblos y una representación legislativa acorde con la pluralidad que distingue a nuestra entidad. Se trata, en suma, de una reforma de justicia histórica, congruencia constitucional y fortalecimiento institucional que coloca al Estado de México a la altura de los avances nacionales en materia de reconocimiento de los derechos colectivos de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas.

Por lo antes expuesto se pone a consideración de la “LXII” Legislatura, la presente iniciativa, para efecto de que, si se encuentra procedente, se admita a trámite, para su análisis, discusión y en su caso aprobación.


ATENTAMENTE

Dip. Brenda Colette Miranda Vargas
Presentante


DECRETO NÚMERO ____

DECRETO NÚMERO ____ 
LA H. “LXII” LEGISLATURA DEL ESTADO DE MÉXICO 
DECRETA: 

ARTÍCULO PRIMERO. Se reforma la fracción XXI del artículo 69 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de México, para quedar como sigue: 
Artículo 69.- …:

I. a XX…;

XXI.  Pueblos y comunidades Indígenas y afromexicanas;

XXII. a XL. …
…

[bookmark: _GoBack]ARTICULO SEGUNDO: Se reforman los artículos 2, 3, 13 y 41; el inciso d) del artículo 1; las fracciones VII del artículo 21; I, II, IV y V del artículo 23; XX del articulo 95; y III del articulo 326; el primer párrafo del artículo 10, primer y segundo párrafo del artículo 23, primer y tercer párrafo del artículo 44, primer párrafo del artículo 83; y los rubros de los artículos 21, 23, 41, 44, 46 y 325.

Órganos del Poder Judicial
Artículo 1. …:

a) A la c) …;

d) Una Sala de Justicia para Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas;

e) a la i) …
…
...

Composición multicultural del Estado
Artículo 3. En términos de lo previsto por su Constitución, el Estado de México tiene una composición multicultural y pluriétnica sustentada en la fusión de sus pueblos originarios y culturas. En consecuencia, esta ley protegerá y promoverá el interculturalismo jurídico, respetando la cultura de los pueblos originarios Matlazinca, Mazahua, Náhuatl, Otomí, Tlahuica y Afromexicanos, así como de los demás pueblos originarios que constituyen la identidad pluricultural del Estado mexicano. En los casos que involucren personas, comunidades, municipios y pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, se garantizará en todo momento el acceso a la justicia y el respeto a los derechos humanos.

Adscripción de magistradas y magistrados 
Artículo 10. Las magistradas y los magistrados ejercerán sus funciones en el Pleno y en las Salas Colegiadas, Tribunales de Alzada, Salas Unitarias, Sala Constitucional y Sala de Justicia para Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas en las que se encuentren adscritos. Su adscripción será determinada por el Órgano de Administración Judicial, con base en el ámbito territorial o jurisdiccional en el que hayan postulado su candidatura, conforme a las necesidades del servicio de acuerdo a la plaza para la que fueron electos, la existencia de algún conflicto de intereses y atendiendo a las causas de impedimento que pudieran presentar por adscripción anterior.

...

...

Integración y sesiones del Pleno
Artículo 13. El Pleno estará constituido por las magistradas y los magistrados que integren la Sala Constitucional, la Sala de Justicia para Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas, las salas colegiadas, las salas unitarias, los tribunales de alzada, y por la Presidenta o el Presidente o, en su caso, por la magistrada o magistrado que lo supla interinamente o lo sustituya.
Sala Constitucional, salas colegiadas y unitarias, tribunales de alzada y Sala de Justicia para Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas.

Artículo 21. El Tribunal Superior de Justicia se conformará por:

I. …;

II. La Sala de Justicia para Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas; 

VIII al  IX. …
…
…
Competencia de la Sala de Justicia para Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas
Artículo 23. La Sala de Justicia para Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas tutelará los derechos de los pueblos indígenas y su jurisdicción, teniendo las siguientes atribuciones: 

I. Conocer de los recursos ordinarios en contra de resoluciones judiciales en donde alguna de las partes se asuma como integrante de algún pueblo y comunidad indígena o afromexicana; 

II. Emitir opiniones consultivas en asuntos relacionados con los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, al aplicar sus sistemas normativos, para constatar que en el procedimiento respectivo se hayan respetado los principios y derechos humanos tutelados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados y convenciones celebrados por México, y la Constitución; 

III …; 

IV. Conocer y resolver las causas relacionadas con la protección de los derechos de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas que se susciten por incumplimiento de las recomendaciones emitidas por la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México; y 

V. Conocer de las inconformidades relacionadas con el ejercicio del derecho a la consulta y consentimiento libre, previo e informado de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, con base en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados y convenciones celebrados por el Estado Mexicano y la Constitución. 

La Sala de Justicia para Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas podrá allegarse de las pruebas que considere pertinentes y necesarias.

CAPÍTULO QUINTO
Sala Constitucional, Sala de Justicia para Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas, salas
colegiadas, unitarias y tribunales de alzada

Designación de la Presidenta o Presidente de la Sala Constitucional, de la Sala de Justicia para Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas, de las salas colegiadas y unitarias, así como de los tribunales de alzada 
Artículo 41. La Presidenta o Presidente de la Sala Constitucional, de la Sala de Justicia para Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas, de cada sala colegiada y unitaria, así como de los tribunales de alzada, será elegido, en el mes de enero de cada año, por mayoría de votos de sus miembros, y no podrá ser reelecto para periodos consecutivos. En el caso de salas o tribunales unitarios, la Magistrada o Magistrado que lo integre asumirá el carácter de Presidenta o Presidente.

Excusas e impedimentos de las magistradas y los magistrados de la Sala Constitucional, de la Sala de Justicia para Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas, de salas colegiadas y tribunales de alzada
Artículo 44. La Sala Constitucional, las salas colegiadas, la Sala de Justicia para Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas y los tribunales de alzada calificarán las excusas e impedimentos de sus integrantes.
...

Las Presidentas y Presidentes de la Sala Constitucional, de la Sala de Justicia para Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas, de las salas colegiadas, y tribunales de alzada distribuirán, por riguroso turno, entre las magistradas y los magistrados, los expedientes para su estudio y para la presentación oportuna del proyecto de resolución respectivo.

Estructura de la Sala de Justicia para Pueblos Indígenas y Comunidades y Afromexicanas
Artículo 46. La Sala de Justicia para Pueblos y Comunidades Indígenas  y Afromexicanas se integrará por cinco magistradas o magistrados del Pleno Tribunal Superior de Justicia, que serán designados por el Pleno del Órgano de Administración Judicial, a propuesta de la Presidenta o Presidente del Tribunal Superior de Justicia con aprobación del Pleno del Tribunal Superior de Justicia, sin perjuicio de las responsabilidades de sus respectivas adscripciones, y contará con una secretaria o secretario de acuerdos designado por sus miembros a propuesta de la Presidencia, los secretarios proyectistas o servidores públicos de apoyo que se habiliten de acuerdo a las necesidades de la sala. 
...

Jurisprudencia por precedentes
Artículo 83. ...
...
...

En los términos que fije el Reglamento de Jurisprudencia de los Órganos del Tribunal, la Sala Constitucional y la Sala de Justicia para Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas fijarán jurisprudencia por precedentes cuando emitan resoluciones que contengan un criterio relevante en materia de derechos humanos. Esta jurisprudencia será vinculante para todos los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial.

CAPÍTULO TERCERO
Atribuciones de la Presidenta o el Presidente
Atribuciones de la Presidenta o el Presidente del Tribunal Superior de Justicia

Artículo 95. …:

I. a la XIX …; 

XX. Requerir y vigilar que los Presidentes de las salas colegiadas, tribunales de alzada, la sala Constitucional, la Sala de Justicia para Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas, los integrantes de las salas unitarias, así como los titulares de los tribunales y los órganos jurisdiccionales proporcionen mensualmente los datos estadísticos de los asuntos de su competencia; 

XXI. a XXVIII…

TÍTULO DÉCIMO PRIMERO
DE LAS SERVIDORAS Y SERVIDORES PÚBLICOS
CAPÍTULO PRIMERO

Secretarios, secretarias, oficiales mayores y demás servidoras y
servidores públicos adscritos a la Sala Constitucional, a la Sala Justicia para los Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas, a las salas colegiadas y unitarias, a los
tribunales de alzada, así como a los juzgados y tribunales

Fe pública
Artículo 325. ...

Atribuciones y obligaciones de las secretarias y secretarios
Artículo 326. …:

I. al II. …

III. Dar cuenta diariamente a la Presidenta o el Presidente del Tribunal Superior de Justicia, a la Presidenta o Presidente de la Sala Constitucional, salas colegiadas, salas unitarias, Sala de Justicia  para los Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas, tribunales de alzada, o titular del juzgado, según corresponda, de los escritos, promociones y avisos presentados por los interesados, así como con los oficios y demás documentos que se reciban, dentro de las veinticuatro horas siguientes de su recepción;

IV. a XX. …
ARTÍCULO TERCERO. Se reforma la fracción XXI y su inciso b, c, y e del artículo 13-A, del Reglamento del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de México, para quedar como sigue: 

Artículo 13-A.- … 
I. a XX. … 

XXI. La Comisión de Pueblos y comunidades Indígenas y afromexicanas, conocerá de los temas siguientes:

a) …; 

b) Los relativos a la integridad cultural y derechos de los Pueblos y comunidades Indígenas y afromexicanas;

c) De promoción, defensa y rescate de la herencia y derechos Pueblos y comunidades Indígenas y afromexicanas en el Estado;

d) …;

e) Respecto a los usos y costumbres de los pueblos indígenas y afromexiquenses; y su participación en el Estado; y

f) ....

XXII. a XL. … 
… 
… 
… 
T R A N S I T O R I O S
PRIMERO. Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial "Gaceta del Gobierno". 
SEGUNDO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial "Gaceta del Gobierno". 

Lo tendrá entendido la Gobernadora del Estado, haciendo que se publique y se cumpla.
Dado en el Palacio del Poder Legislativo, en la ciudad de Toluca de Lerdo, capital del Estado de México, a los seis días del mes de julio del año dos mil veintiséis.
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